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1. Introducción

El lenguaje jurídico, como lenguaje de especialidad, se caracteriza por la presencia de
términos, entendidos éstos como unidades léxicas con sentido especializado en un dominio de
conocimiento específico, en el cual adquieren un significado y sus propias condiciones de uso
(Cabré 1999, 2000, 2002). Además, un término alcanza su valor dentro de un campo de
conocimiento, en nuestro caso, el Derecho, cuando los expertos en esa materia construyen
acuerdos -explícitos o implícitos- sobre su significado, “fijan” su sentido en diccionarios y
glosarios técnicos, tratados, leyes y códigos, o cuando, en su práctica académica o profesional
llevan a cabo reflexiones metalingüísticas1. Como se pude apreciar, la normalización
terminológica dentro de las Ciencias Jurídicas, resulta fundamental ya que asegura la precisión, la
univocidad y sistematicidad dentro de la propia comunicación profesional.

En este trabajo nos proponemos describir y explicar, a partir del análisis de una sentencia
pronunciada por la Suprema Corte de Justicia  de la provincia de Buenos Aires (SCBA) de la
República Argentina, cómo este máximo tribunal intenta unificar y establecer criterios respecto
del uso “correcto” de las unidades terminológicas a mayor abundamiento (AMA) y obiter dicta
(OD), expresiones conectivas que dentro del tecnolecto jurídico operan como introductoras de

1 A modo de ejemplo, destacamos las palabas de Dalmacio Vélez Sársfield -redactor del Código Civil de la
República Argentina que entró en vigencia el 1° de enero de 1871- cuando afirma, en la nota al art. 495: “Nos
abstenemos de definir, porque, como dice FREITAS, las definiciones son impropias de un código de leyes, y no
porque haya peligro en hacerlo, pues mayor peligro hay en la ley que en la doctrina. En un trabajo legislativo sólo
pueden admitirse aquellas definiciones, que estrictamente contengan una regla de conducta, o por la inmediata
aplicación de sus vocablos, o por su influencia en las disposiciones de una materia especial. La definición exacta de
los términos de que se sirve el legislador para expresar su voluntad, no entra en sus atribuciones. La definición es del
dominio del gramático y del literato, si la expresión corresponde al lenguaje ordinario, y es de la atribución del
profesor cuando la expresión es técnica. En todo caso es extraña a la ley, a menos que sea legislativa, es decir, que
tenga por objeto restringir la significación del término de que se sirva, a las ideas que reúnan exactamente todas las
condiciones establecidas en la ley. Lo que pensamos sobre las definiciones se extiende por los mismos motivos a
toda materia puramente doctrinal, a lo que generalmente se llama principios jurídicos, pues la ley no debe extenderse
sino a lo que dependa de la voluntad del legislador. Ella debe ser imperativa, y sea que mande o prohíba, debe sólo
expresar la voluntad del legislador. Así como existe una diferencia notable entre la jurisprudencia y la legislación, así
también la ley nada tiene de común con un tratado científico de derecho”.
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argumentos colaterales o secundarios, esto es, de razones que no sostienen por sí solas una
decisión judicial. Así, la Suprema Corte se instaura como órgano de normalización no sólo al
servicio de la estandarización de normas jurídicas, sino también de normas lingüístico-jurídicas.

2. Las unidades terminológicas a mayor abundamiento (AMA) y obiter dictum (OD) desde la
perspectiva de la Doctrina Jurídica

Todos sabemos que los términos se aprenden en contextos profesionales y académicos, y
que el conocimiento especializado generado en un campo se construye, se representa, se legitima
y se transmite a través del discurso de los expertos. En este sentido, la Doctrina Jurídica es el
pensamiento exteriorizado por los juristas sobre cuestiones jurídicas y se erige como una de las
fuentes materiales del Derecho porque de allí los jueces pueden extraer las interpretaciones o
criterios jurídicos para definir la suerte de los casos que deben resolver, aunque no es una fuente
formal, ya que no es de seguimiento obligatorio por los jueces, a diferencia por ejemplo, de la
ley, que es fuente material pero también formal.

Desde la mirada de la Doctrina Jurídica, las unidades terminológicas a mayor
abundamiento (AMA) u obiter dictum (OD) son las responsables de introducir afirmaciones o
argumentos secundarios (Castillo González  2005) que no determinan el holding o la ratio
decidendi o, dicho de otro modo, no expresan los criterios jurídicos esenciales que fundamentan
una decisión o fallo (Peraile Martinez 2010).

Por esa razón, estos argumentos a mayor abundamiento (AMA) u obiter dictum (OD), son
catalogados como convergentes, adicionales (Frondizi 1994), incidentales, subsidiarios,
auxiliares (Vallet De Goytisolo 2009, Rojas Amandi 2012), complementarios, laterales,
corroborantes (Peyrano 1994, 2000), ad pompam, ad abundantiam (Gascón Abellán, 2004) o,
simplemente, de “apoyo a la decisión” (Mattila 2006: 229), dado que no dirimen una cuestión
controvertida.

Asimismo, se sostiene que las apreciaciones incorporadas a mayor abundamiento (AMA)
tienen la función de acompañar y complementar las razones esenciales (Gascón Abellán, 2004);
introducen “nuevas reflexiones o puntos de vista sobre la situación legal del caso”  (Rojas
Amandi 2012: 183-184), y se “se justifican en la libertad de argumentación y en la necesidad de
hacer inteligible y fundamentado el sentido del fallo ante el carácter más  plural y complejo de la
sociedad actual” (Peraile Martinez 2010: 10).

Sin embargo, se debe destacar que las razones vertidas obiter dicta (OD) no son vinculantes
como precedente obligatorio, puesto que carecen de valor formal como precedente
jurisprudencial. Estos argumentos solamente pueden adquirir fuerza obligatoria si el juez que los
ha pronunciado es portador de un gran prestigio, o si por estar correctamente formulados, son
empleados en un caso similar futuro con peso o rol decisorio diferente (Rojas Amandi 2012)2.
Como es dable advertir, el límite entre el holding y los obiter dicta (OD) puede resultar tenue,

2 A este fenómeno lo hemos denominado “reversibilidad funcional de los argumentos” (Cucatto 2013b; Sosa y
Cucatto, 2014)
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frágil, dificultando, en ocasiones, tanto los procesos de producción como de comprensión de
textos jurisdiccionales (Sosa y Cucatto 2014).

Si bien se reconoce que las afirmaciones introducidas a mayor abundamiento (AMA)
tienen una –menor- fuerza persuasiva (Frondizi 1994, Bernal Pulido 2005), se suele alertar sobre
su uso abusivo puesto que el “abundamiento” puede transformarse en un “exceso” (Cucatto 2012,
Albaladejo 2002) que atente contra la concisión, la claridad y precisión que debería ostentar todo
discurso especializado:

Por otro lado, disminuye la posibilidad de establecer exactamente cuál es la ratio decidendi, ya que muchas veces
es difícil precisar entre todas las razones argüidas, cuál es el verdadero fundamento en derecho de la decisión.  Esta forma
de sentenciar también puede presentarse cuando se pretenda extender a situaciones de hecho diferentes de las del caso, o
aun análogas que merezcan diversa valoración, decisiones que se expresan en términos de acentuada generalidad. Puede
haber hasta un caso patológico: cuando la acumulación de argumentaciones se usa para suplir la falta de una justificación
válida o para enunciar las razones reales de lo decidido. En términos generales se podría observar que el uso de esta
técnica disminuye el grado de controlabilidad del fundamento de la decisión. (Frondizi 1994: 75)

Por último, la exigencia de motivación exhaustiva no puede confundirse (ni por tanto entenderse cumplida) con
una motivación simplemente profusa. No se trata de auspiciar motivaciones extensas, prolijas, interminables. Es más,
algunas motivaciones extensas, pero repletas de malabarismos argumentativos y vericuetos dialécticos no sólo resultan
poco comprensibles y (al menos en este sentido) poco racionales, sino que además pueden ser una pantalla que encubra
alguna arbitrariedad. De lo que se trata es más bien de adoptar un estilo de motivación que huya de los argumentos ad
pompam o ad abundantiam y que se ciña a los elementos precisos para hacer racionalmente justificada y controlable la
decisión. (Gascón Abellán 2004: 22)

En este sentido, el empleo incorrecto o desmesurado de estos argumentos “dichos de(al)
paso/dicho sea de paso”, en tanto afecte la exigencia de no arbitrariedad de una sentencia,3 puede
poner en peligro el derecho constitucional de defensa en juicio cuyo estricta tutela resulta vital
para la plena y efectiva vigencia de todos los demás derechos habidos y por haber: ¿qué valor
tendría, por ejemplo, el derecho a la libertad si ante su lesión, alteración, restricción o amenaza
no existiera la chance adecuada de defenderla en juicio?

3. Las unidades terminológicas a mayor abundamiento (AMA) y obiter dictum (OD) desde la
perspectiva de la Doctrina Legal

Las normas jurídicas no hablan solas; es común escuchar que “la ley dice lo que los jueces
dicen que dice”. Claro que no todas las sentencias pronunciadas por los magistrados poseen la
misma importancia; así, en la provincia de Buenos Aires las sentencias emitidas por la Suprema
Corte de Justicia son de acatamiento obligatorio para los jueces de instancias inferiores (art.

3 La Corte Suprema de la Nación Argentina considera sentencia arbitraria a aquella que “no es derivación razonada
del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa” (entre múltiples precedentes desde
“Rey c/ Rocha” en 1909, en los siguientes casos: L. 686. XLIV; RHE “Lapadula, Pablo Víctor y otra c/López, Hebe
Beatriz´”, 03/08/2010, T. 333, P. 1273;  R. 860. XLIV; REX “Rivera Vaca, Marco Antonio y otro s/habeas corpus”,
16/11/2009, T. 332, P. 2544; D. 1743. XLI; RHE “De los Santos, Martín Salvador c/robo calificado -causa N° 6006”,
06/05/2008, T. 331, P. 1090; etc. Todos en http://www.csjn.gov.ar).
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161.3.a de la Constitución de la provincia de Buenos Aires y art 279 Código Procesal Civil y
Comercial de la provincia de Buenos Aires), pero no para las partes –quienes pueden aspirar a un
oportuno cambio de criterio de ese superior tribunal a partir de las particularidades de su caso
concreto-, aunque desde luego es conveniente para ellas -y sus abogados- tenerlas en cuenta a la
hora de embarcarse en un pleito en tanto “pronóstico” acerca de su resultado probable -si es que,
se insiste, no logran provocar su oportuna modificación por la SCBA-.

En este marco, se entiende por Doctrina Legal, “la que resulta de los precedentes
jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia en casos análogos” (art. 352 último párrafo ley
3589, aplicable como principio general del derecho según el art. 4 de la ley 24967). Si, como
dijéramos más arriba, “la ley dice lo que los jueces dicen que dice”, entonces la Doctrina Legal
de la SCBA es lo que, en sus precedentes,  este tribunal ha dicho que la ley dice. La Doctrina
Legal es la ley hecha hablar por la SCBA.

Como ya se informó al inicio de este trabajo, nosotros consideramos que la SCBA se erige
no sólo en una fuente formal e instrumento de estandarización de normas jurídicas al “decir el
Derecho”,  sino también interviene a fin de regular “cómo se debe decir el Derecho”. En otras
palabras, la Suprema Corte, ya sea por su prestigio, ya sea por su poder institucional como
órgano superior de carácter provincial, no sólo “actúa” el ordenamiento jurídico y vigila su real
cumplimiento, sino también se encarga de unificar y fijar las normas lingüístico-jurídicas a fin de
determinar la preferencia de unas formas sobre otras.

3.1. SCBA y normalización terminológica: hacia el “buen” uso de las expresiones a mayor
abundamiento (AMA) y obiter dictum (OD)

El conocimiento de los expertos en Derecho no es homogéneo. A menudo escuchamos a
académicos y juristas afirmar que el nivel de los operadores judiciales -y de los abogados, en
general-, no es el mismo que en otros tiempos: que presentan dificultades para producir y
comprender textos, para fundar un punto de vista, e incluso se llega a sostener  que desconocen –
o confunden- conceptos disciplinares clave. Si bien el aprendizaje formal es el modo en el que,
fundamentalmente, se adquiere el conocimiento especializado, no se debe restar importancia a la
influencia que ejercen en el aprendizaje los contextos laborales, en especial, el contacto con otros
expertos en esa materia.

No obstante, no todos los especialistas en Derecho tienen la misma autoridad para enseñar
determinados conceptos y establecer entre ellos dependencias, relaciones, jerarquías. Una fuente
segura para poder acceder a saberes jurídicos, es, sin lugar a dudas, la SCBA, dado que, debido a
su elevado rango institucional, sus sentencias tienen autoridad para señalar a los profesionales
del Derecho de qué manera proceder en próximos casos ante la misma o similar situación jurídica
y, especialmente, de qué manera no deben proceder.

Si la normalización terminológica es fundamental para asegurar la comunicación entre
expertos, a fin de lograr ese objetivo la Suprema Corte bien puede establecer y precisar cuál es el
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significado y alcance de los conceptos disciplinares más relevantes 4. En efecto, es nuestro interés
mostrar de qué modo este máximo órgano jurisdiccional provincial se preocupa por indicar a los
operadores judiciales –y a las partes, en general- “qué son” y “cómo deberían emplearse –o no
emplearse-” las expresiones conectivas a mayor abundamiento (AMA) y obiter dictum (OD),
introductoras de argumentos que, como ya afirmamos, no sostienen por sí solos una resolución
judicial.

Veamos, como ejemplo ilustrativo (1), el fallo de la SCBA, P 99250, 14-9-2011, "B.,
M.M.; F., A. y otro. Recurso de casación", extraído de nuestro corpus de investigación: 5 6

1 A la segunda cuestión planteada, la señora Jueza doctora K. dijo:
[…] La utilización de fundamentos subsidiarios, o -en la expresión corriente- "a mayor abundamiento", es perfectamente

legítima, y no invalida la sentencia. Es frecuente que un juez exponga su parecer sobre un asunto y que agregue que de todos
modos hay otro argumento que lleva a la misma solución. Siempre y cuando los razonamientos que sostienen estas alternativas no
sean contradictorios (lo que hace a la lógica interna del voto, y no a la mayoría de fundamentos), no hay nada que objetar a esta
modalidad. Al contrario, ella permite frecuentemente que quienes coinciden al menos en un argumento que por sí sólo ya basta
para basar legalmente la solución adoptada, lleguen a formar mayoría (art. 168 de la Constitución de la Provincia). Estimo que
este es el sentido que cabe adjudicar a la discrepancia meramente accesoria que presenta la sentencia recurrida.

Voto por la negativa.

Como se puede apreciar, en las dos primeras líneas del fragmento anterior -con el que se
cierra la segunda cuestión de la sentencia pronunciada por la Suprema Corte- se realiza una
evaluación positiva respecto de los argumentos incorporados a mayor abundamiento (AMA), en
tanto su “utilización […] legítima […] no invalida la sentencia”.

Una de las características más relevantes de los textos de especialidad es el predominio de
la función referencial del lenguaje, dado que se pretende presentar la información de la manera
más objetiva y despersonalizada posible (Cabré 1993) Por esta razón, notamos que  la ministra
preopinante de la SCBA, procura “borrar” toda marca de subjetividad, y esto se pone de
manifiesto a través del empleo de verbos en presente (“es”, “permite”), del uso de la tercera
persona (“ella”, “los razonamientos”), de formas genéricas (“un juez”) e impersonales (“hay”), y

4 No sólo los precedentes de la SCBA cumplen esa función. Por ejemplo, también la cumplen los fallos plenarios,
que son los emitidos por varias Cámaras de Apelación reunidas “en pleno” y que resultan de acatamiento obligatorio
en lo sucesivo para esas Cámaras y para todos los Juzgados inferiores (art. 303 Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación). Ya  en el año 1972  se advirtió ese fenómeno:

Y esta es la conclusión que creemos más importante: muchos de los fallos plenarios analizados, no son normas jurídicas
en el sentido que a esta expresión se le puede dar dentro de un análisis como el que realiza von Wright, simplemente son
especificaciones de significado –acotaciones, limitaciones, en un sentido muy amplio “definiciones” de términos de la
ley, enunciados determinativos de la extensión de un concepto, pero no normas jurídicas. (Martino 1972:21)

5 Debemos aclarar que este ejemplo forma parte de un corpus mayor compuesto por ciento ocho (108) sentencias
obtenidas en la sección “Sumarios y sentencias JUBA” correspondiente a la página de la Suprema Corte de Justicia
de la provincia de Buenos Aires, Argentina, que reúne no sólo sentencias emitidas por la SCBA, sino también
sentencias de distintas instancias, fueros y Departamentos Judiciales de esta provincia, especialmente, sentencias de
tribunales de instancias superiores -por ejemplo, Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial, Cámaras de
Apelación en lo Contencioso-Administrativo, Tribunal de Casación Penal, etc.-, durante el período comprendido
entre los años 1986 y 2013. Para la conformación del corpus se utilizaron los siguientes criterios de búsqueda:
abundamiento / obiter /dictum. Sentencias disponibles en http://www.scba.gov.ar.
6 Se transcriben los ejemplos en su formato original, con el objeto de mostrarlos respetando sus particularidades.
Solamente omitimos los nombres completos de los magistrados y de los sujetos involucrados en los casos y los
reemplazamos por sus iniciales, a fin de preservar su identidad.
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en el predominio de sintagmas nominales (“la utilización de fundamentos subsidiarios”, “los
razonamientos que sostienen estas alternativas”).

Además, en este afán de producir un “efecto de objetividad”, la jueza de la Suprema Corte
se vale de procedimientos tales como la reformulación o la definición en el intento de exponer la
información de forma general y abstracta, es decir, exponiendo la información sin referencia
especial y concreta a las circunstancias particulares del caso en juzgamiento. Utilizando esos
procedimientos tendientes a generalizar, en definitiva la magistrada procede, en el plano de la
normalización lingüístico-jurídico, como si estuviera ejerciendo, en el plano jurídico, una
función legislativa, si se tiene en cuenta que, en este último plano, la ley es una norma general y
abstracta concebida para regir en todos los casos en que se reúnan ciertas circunstancias y más
allá de que alguna vez esas circunstancias se reúnan.

En primer lugar, la jueza doctora K. reconoce que a mayor abundamiento (AMA) es una
“expresión corriente”, es decir, de empleo usual y “frecuente” 7 por parte de los magistrados, al
mismo tiempo que acude, a través de la partícula disyuntiva “o”, a la reformulación de esta
unidad terminológica, presentando otra unidad con un significado equivalente, “fundamentos
subsidiarios”. Cabe precisar que entendemos por “reformulación” el resultado del trabajo sobre la
información en un texto científico-técnico a fin de adaptarlo a determinado tipo de destinatario  y
en función de una acción precisa (Pétroff 1984: 53). Nótese, además, como ya enunciamos, que
los argumentos a mayor abundamiento (AMA) fueron catalogados como “subsidiarios” en la
Doctrina Jurídica (Vallet De Goytisolo 2009, Rojas Amandi 2012), y que, a pesar de ello, este
máximo órgano de justicia provincial prefiere no hacer referencia a esa fuente material del
Derecho puesto que su voz, por sí sola, posee el mayor peso para instruir a los expertos en esta
disciplina: es fuente formal y material de Derecho.

Por otro lado, se sabe que en los lenguajes de especialidad, a un mismo concepto le pueden
corresponder dos o más denominaciones; en este sentido, son unidades terminológicas sinónimas
aquellas que son semánticamente equivalentes al interior de una variedad funcional, en nuestro
caso, el tecnolecto jurídico. Sin embargo, toda selección de unidades léxicas indica la preferencia
de una forma por sobre otra, Así, cuadra observar que la jueza votante no elige, en esta
oportunidad, la expresión latina análoga con uso más extendido, obiter dictum (OD), sino la
unidad “fundamentos subsidiarios”, unidad que, por sí misma, predica acerca del carácter
complementario, accesorio y suplementario de estas razones que no conforman la ratio decidendi
o holding de una sentencia. Si una de las características de una unidad de conocimiento
especializado es, justamente, “nombrar” un concepto, el hecho de mostrar términos equivalentes,
permite evidenciar un intento de asegurar o reforzar, de alguna manera, esa capacidad denotativa
de los términos.

7 Los resultados de un estudio relacionado  con los usos de la expresión conectiva a mayor  abundamiento, realizado
a partir de un corpus compuesto por 42 (cuarenta y dos) encuestas realizadas a aspirantes  a ocupar cargos en la
Justicia de la provincia de Buenos, permitieron establecer que si bien el 61.9 % de los encuestados utilizaba esta
expresión en su práctica profesional, sólo el 28,57 % conocía que esa expresión está destinada a introducir
argumentos colaterales, no dirimentes (Cucatto 2013a).
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En segundo lugar, podemos reconocer que en el ejemplo analizado se emplea otro recurso
muy explotado en los lenguajes de especialidad: la definición, esto es, una explicación que se da
sobre el significado de un término, con el propósito de reducir su posible vaguedad y
ambigüedad, a fin de garantizar su mejor comprensión. En el caso en cuestión, la magistrada
presenta una definición funcional orientada a “enseñar” a los lectores de las sentencias de la
SCBA el uso correcto de los fundamentos a mayor abundamiento (AMA). Repitamos parte del
ejemplo:

2 Es frecuente que un juez exponga su parecer sobre un asunto y que agregue que de todos modos hay otro argumento
que lleva a la misma solución. Siempre y cuando los razonamientos que sostienen estas alternativas no sean contradictorios (lo
que hace a la lógica interna del voto, y no a la mayoría de fundamentos), no hay nada que objetar a esta modalidad. Al contrario,
ella permite frecuentemente que quienes coinciden al menos en un argumento que por sí sólo ya basta para basar legalmente la
solución adoptada, lleguen a formar mayoría (art. 168 de la Constitución de la Provincia).

Pero, para poder comprender el sentido de la definición anterior, y antes de avanzar en
nuestra exposición, debemos hacer algunas consideraciones previas.

Según el art. 168 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires, para que la sentencia
de un Tribunal (órgano judicial colegiado) sea válida tiene que haber mayoría de voluntades y de
fundamentos, no basta que haya mayoría de voluntades basadas en fundamentos diferentes. La
sentencia de un Tribunal debe estar sostenida en un acuerdo de voluntades y de fundamentos: por
ejemplo, si los tres jueces de un Tribunal coinciden en que un acto jurídico es nulo, pero uno por
la razón “R”, otro por la razón “S” y otro por la razón “T”, no hay un verdadero acuerdo porque
falta uniformidad de fundamentación. Si no hay acuerdo de voluntades y fundamentos, la
sentencia es pasible de nulidad. Si la sentencia es declarada nula, es dejada sin efecto como
decisión jurisdiccional y, necesariamente, debe ser reemplazada por otra sentencia, emitida esta
vez por otros jueces diferentes de aquellos que pronunciaron la invalidada.

En la sentencia que nos ocupa, fallo P 99250, 14-9-2011, "B., M.M.; F., A. y otro. Recurso
de casación”, uno de los litigantes, la fiscal ante el Tribunal de Casación, interpone un recurso
extraordinario de nulidad (REN) ante la SCBA. No obstante, antes de presentar la postura que
asume la Suprema Corte frente a dicho recurso, corresponde explicar brevemente qué había
sucedido en el procedimiento previo.

Ante una cuestión jurídica relevante para decidir el caso (el tipo de pena aplicable), los
integrantes del Tribunal de Casación Penal habían adoptado las siguientes posturas:

- juez 1: solución X, en base al argumento dirimente Y;
- juez 2; adhirió al voto del juez 1 - solución X, en base al argumento dirimente Y-,

pero agregó a mayor abundamiento un nuevo argumento Z también para sostener la
solución X;

- juez 3: votó en disidencia, es decir, postulando otra solución J -diferente de X-, en
base a un argumento W.
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Frente a esta situación jurídica la litigante plantea un recurso extraordinario de nulidad
(REN) ante la SCBA, recurso previsto en el art. 161.3.b  de la Constitución de la provincia de
Buenos Aires, concebido para impugnar sentencias que exhiban ciertos errores mencionados en
los arts. 168 y 171 de esa Constitución,  a saber:

(i) omisión de tratamiento de cuestión esencial;
(ii) falta absoluta de fundamento jurídico;
(iii) falta de mayoría legal;
(iv) falta de voto individual de los jueces integrantes de los órganos colegiados.

En dicho recurso la fiscal argumenta que la sentencia es nula dado que el juez 2, al agregar
el argumento Z a mayor abundamiento, había impedido la formación de mayoría de opiniones
(por “no haber […] fundamentos concurrentes entre los votos”); es decir, la sentencia sería nula
por incurrir en uno de los errores recién indicados,  previsto específicamente en el art. 168 de la
Constitución de la provincia de Buenos Aires: la falta de mayoría legal.

Sin embargo, en la sentencia bajo análisis, la jueza de la SCBA elige la “definición” para
responder, de manera general y abstracta, que la sentencia emitida por el Tribunal de Casación
Penal no es nula, porque:

- el juez 2 adhirió al voto del juez 1 -solución X en base al argumento dirimente Y-,
entonces, el argumento Y había reunido dos voluntades (iii);

- el juez 2 agregó a mayor abundamiento un argumento Z que resultaba concurrente
y compatible con el argumento Y, de modo que no había ninguna contradicción entre
ambos.

En efecto, para la ministra del máximo órgano jurisdiccional provincial, el juez 2 del
Tribunal de Casación Penal hizo un buen uso del argumento a mayor abundamiento (AMA) ya
que, como la “definición” presentada lo indica: a) este argumento Z está coorientado con el
argumento dirimente Y, es decir, no resulta “contradictorio”(antiorientado) respecto de Y, y
“lleva a la misma solución” X, no afectando la “lógica interna del voto”; b) el argumento
dirimente Y ya unía dos voluntades, esto es, componía la mayoría necesaria para que la sentencia
pronunciada por la casación no sea nula (iii).

Por otra parte, la jueza de la SCBA señala la mala interpretación llevada a cabo por la
recurrente de la sentencia: a) sí existe mayoría de voluntades –dos Jueces “quienes coinciden al
menos en un argumento que por sí sólo ya basta para basar legalmente la solución adoptada”-; b)
la litigante desconoce –o no reconoce- el empleo correcto del argumento a mayor abundamiento,
concurrente respecto del argumento dirimente. Como consecuencia, la magistrada decide,
asumiendo ahora el mayor compromiso enunciativo con el uso de la primera persona singular -
“estimo”, “voto”- que el REN no prospera y la sentencia de Casación queda firme:
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3 Estimo que este es el sentido que cabe adjudicar a la discrepancia meramente accesoria que presenta la sentencia
recurrida.

Voto por la negativa.

Incluso, antes de cerrar la segunda cuestión, otro de los ministros de la SCBA, el juez
doctor P., insiste sobre la tesis de que es legítima la utilización de los argumentos introducidos
a mayor abundamiento, dado que no ponen en peligro el desarrollo argumentativo en una
sentencia:

4. A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor P. dijo:
Adhiero al voto de la doctora K.
En ese orden de ideas, también comparto que el empleo de argumentos expuestos "a mayor abundamiento" resulta

plenamente legítimos y estos a su vez en modo alguno restan validez a la sentencia en sí.
Voto por la negativa

4. Consideraciones finales

Como se puede apreciar, en esta sentencia, como en tantas otras que conforman el corpus
de nuestra investigación, la Suprema Corte realiza su función jurisdiccional, “dice el Derecho” y,
simultáneamente, indica a los operadores judiciales -y los abogados, en general- “cómo se debe
decir el Derecho”.

En efecto, fue nuestro interés mostrar en esta ponencia de qué modo la SCBA ejerce un
control terminológico dentro de su propio campo de conocimiento, el Derecho. Este alto órgano
de la justicia, el máximo del poder judicial de la provincia de Buenos Aires, desde lo institucional
tiene la autoridad técnica suficiente para instruir a los especialistas en esta disciplina, no sólo
respecto de los límites y alcances de las normas jurídicas (en nuestro ejemplo, el art. 168 de la
Constitución de la Provincia), sino también respecto de las normas lingüístico-jurídicas: sobre los
“beneficios” que otorga el empleo “correcto” de la expresión a mayor abundamiento (AMA),
introductora de argumentos de apoyo a la decisión (la SCBA legitima la posición del Tribunal de
Casación Penal), y sobre los perjuicios que provoca su uso “incorrecto” (la SCBA sanciona la
posición de la fiscal recurrente con un fallo desfavorable).

La Suprema Corte, en tanto superior órgano de la justicia de la provincia de Buenos Aires,
pone en marcha mecanismos para validar y normalizar los términos producidos por la comunidad
jurídico-lingüística de la que forma parte.  Este proceso gradual tiene como finalidad, por una
parte, el establecimiento de normas lingüístico-jurídicas, entendidas éstas como patrones o
formas de referencia -proceso de estandarización-; y por otra parte, la extensión del uso de estas
normas con el objeto de volver (más) habitual su empleo y así, hacer del lenguaje jurídico un
instrumento (más) adecuado para la comunicación -proceso de normalización propiamente
dicho-. De este manera, la Suprema Corte se (pre)ocupa  por unificar, precisar sistematizar y
“proveer a la comunidad hablante de unidades apropiadas para la expresión y transferencia de los
conceptos especializados en situaciones de comunicación profesional” (Cabré 2002).
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